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Artículo 7. Recursos económicos.

Para el cumplimiento de sus fines, el Instituto de 
Turismo de España dispondrá de los siguientes recursos:

a) Los créditos que anualmente se consignen a su 
favor en los Presupuestos Generales del Estado.

b) Los bienes y derechos que constituyan su patrimo-
nio y los productos y rentas de este y de los bienes que 
tengan adscritos, o cuya administración y explotación 
tenga atribuida.

A estos efectos, forman parte del patrimonio adscrito al 
Instituto de Turismo de España los bienes del patrimonio 
del Estado en los que desarrolla su actividad mercantil la 
sociedad estatal Paradores de Turismo de España, Socie-
dad Anónima, y han sido puestos a su disposición por el 
Instituto de Turismo de España.

Asimismo, se atribuye y encomienda al Instituto de 
Turismo de España la utilización y eventual comercializa-
ción de las marcas de que sea titular el Estado para la pro-
moción y difusión del turismo español.

c) Los ingresos de derecho público o privado que le 
corresponda percibir y los que se produzcan como conse-
cuencia de sus actividades de gestión y de explotación o 
por la prestación de sus servicios.

d) Las subvenciones, aportaciones voluntarias o 
donaciones que concedan u otorguen a su favor otras enti-
dades públicas y organismos o personas privadas.

e) Cualesquiera otros recursos económicos, ordina-
rios o extraordinarios que le puedan ser atribuidos.

Artículo 8. Régimen económico y financiero.

El régimen presupuestario, económico-financiero, de 
contabilidad, intervención y de control financiero del Insti-
tuto de Turismo de España será el establecido en la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Artículo 9. Régimen de contratación.

El régimen de contratación del organismo autónomo 
Instituto de Turismo de España será el establecido en el 
artículo 49 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización 
y Funcionamiento de la Administración General del 
Estado.

Artículo 10. Régimen de personal.

El personal funcionario y laboral del organismo 
autónomo Instituto de Turismo de España se regirá por 
la normativa sobre función pública y la legislación labo-
ral aplicable al resto del personal de la Administración 
General del Estado, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 47 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organiza-
ción y Funcionamiento de la Administración General 
del Estado.

Disposición final primera. Facultades de desarrollo.

Se autoriza al Ministro de Industria, Turismo y Comer-
cio para que, previo cumplimiento de los trámites legales 
oportunos, adopte las medidas necesarias para el desarro-
llo y ejecución de este real decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el mismo día 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 20 de junio de 2005.

JUAN CARLOS R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno
y Ministra de la Presidencia,

MARÍA TERESA FERNÁNDEZ DE LA VEGA SANZ 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE LA RIOJA

 10458 LEY 4/2005, de 1 de junio, de funcionamiento y 
régimen jurídico de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA RIOJA

Sepan todos los ciudadanos que el Parlamento de La 
Rioja ha aprobado, y yo, en nombre de su Majestad el Rey 
y de acuerdo con el que establece la Constitución y el 
Estatuto de Autonomía, promulgo la siguiente Ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1

El Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja señala que corresponde a la Comunidad Autó-
noma la creación y estructuración de su propia Adminis-
tración Pública dentro de los principios generales y nor-
mas básicas del Estado.

En efecto, en el artículo 149.1.18, la Constitución Espa-
ñola de 1978 enumera entre las materias en las que tiene 
competencia exclusiva el Estado, la relativa a las bases 
del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, 
garantizando un tratamiento común de los Administrados 
ante ellas, habilitando para ello al establecimiento de un 
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las 
especialidades derivadas de la organización propia de las 
Comunidades Autónomas.

En desarrollo de la previsión estatutaria del artículo 26 
del Estatuto de Autonomía de La Rioja, aprobado por la 
Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio, la Ley 3/1995, de 8 de 
marzo, de Régimen Jurídico del Gobierno y la Administra-
ción Pública de la Comunidad Autónoma de La Rioja esta-
blecía en el ámbito de nuestra Comunidad las especialida-
des propias de nuestra organización dentro de la 
normativa básica estatal.

Por otro lado, nuestra norma estatutaria, diferencia en 
su articulado la Administración Pública, a la que dedica su 
Título III, y la organización institucional, integrada por el 
Parlamento, el Gobierno y su Presidente, regulada en el 
Título II. Respecto de esta última, el artículo 8 atribuye a la 
Comunidad Autónoma de La Rioja la competencia exclu-
siva para la organización, estructura, régimen y funciona-
miento de sus instituciones de autogobierno.

La Ley 3/1995, de 8 de marzo, de Régimen Jurídico del 
Gobierno y la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, al margen ahora de otros prece-
dentes anteriores, no se limitaba al desarrollo estatutario 
de la Administración Pública, sino que se refería igual-
mente a la organización, estructura, régimen y funciona-
miento de las instituciones de autogobierno de la Comu-
nidad Autónoma de La Rioja. Como señala su Exposición 
de Motivos, su principal característica es la regulación 
conjunta de la Administración Pública de la Comunidad y 
los aspectos básicos del Gobierno ya que ambas, si bien 
tienen una naturaleza conceptualmente diferente, direc-
tiva el uno y vicaria la otra, se encuentran íntimamente 
relacionados en su régimen funcional.

2

El enfoque integrador que inspiró la norma de 1995 ha 
quedado superado por la evolución legislativa posterior, 
en una primera instancia como consecuencia de la diferen-
ciación sustantiva entre Gobierno y Administración 
Pública, apuntada como hemos dicho en el propio Estatuto 
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de Autonomía, y en segunda instancia como consecuencia 
de la diferenciación normativa de los aspectos relativos a 
la organización interna de la Administración Pública y su 
Sector Público, frente a la regulación del régimen jurídico y 
funcionamiento de la Administración Pública.

Esta distinción fue asumida, en lo que se refiere a la 
normativa estatal, por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, y consagrada 
definitivamente, por lo que se refiere al Estado, en la regu-
lación de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado, y 
de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

Esta doble diferenciación entre Gobierno y Administra-
ción, de un lado, y organización del sector público y el régi-
men jurídico y funcionamiento de la Administración Pública, 
de otro, ha inspirado igualmente las recientes refor-
mas plasmadas en el ámbito de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja, y presiden el contenido de la presente Ley.

Al amparo de la competencia estatutaria para regular 
la organización, estructura, régimen y funcionamiento de 
sus instituciones de autogobierno y en lógico desarrollo 
de la diferenciación contenida en los Títulos II y III del 
Estatuto, se han aprobado las Leyes 3/2003, de 3 de 
marzo, de Organización del Sector Público de la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja y la 8/2003, de 28 de octubre, 
del Gobierno e Incompatibilidades de sus miembros. Sus 
ámbitos temáticos, debidamente actualizados, se han 
segregado de esta forma de la Ley 3/1995, de 8 de marzo.

Como puede deducirse de lo expuesto, resta por com-
pletar en este nuevo planteamiento normativo una parte 
de los contenidos previstos en la Ley 3/1995, y que corres-
ponden con la regulación del funcionamiento y régimen 
jurídico de la Administración General de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja.

3

La presente Ley nace con la finalidad que acaba de 
describirse, y bajo el concepto superador de la vigente 
regulación que resultaba, en algunos casos, insuficiente; 
en otros, deficiente; y en general, obsoleta. Insuficiente 
para hacer frente a las necesidades y retos derivados del 
extraordinario desarrollo organizativo y competencial 
que ha experimentado la Comunidad Autónoma de La 
Rioja desde aquella fecha; deficiente, como ocurría en 
particular, con el procedimiento de elaboración de regla-
mentos.

Teniendo en cuenta el reparto competencial estable-
cido en nuestra Constitución, la Ley regula aquellos 
aspectos específicos del régimen jurídico y de funciona-
miento de la Administración de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja necesitados de concreción mediante un pro-
nunciamiento expreso del legislador autonómico. La pre-
sente norma parte para ello del establecimiento de una 
serie de disposiciones generales que, recogiendo la esen-
cia de los últimos procesos de mejora de nuestra organi-
zación, responden a la conveniencia de concretar los 
principios y valores que rigen el comportamiento de la 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja en el contexto actual.

En cuanto a la regulación de los aspectos comunes al 
resto de Administraciones, se opta en numerosos casos 
por la remisión a la legislación básica estatal, como ocu-
rre, en particular, con las materias relativas al régimen de 
los actos administrativos, la revisión de actos o la respon-
sabilidad patrimonial.

No obstante, no debe olvidarse el carácter tributario 
de esta norma respecto de la normativa elaborada 
en 1995, especialmente patente al tratarse de la norma de 
cierre del nuevo esquema normativo iniciado con la apro-
bación de la citada Ley 3/2003. Este carácter tributario 
explica la inclusión en esta norma de algunos aspectos 

que sin ser estrictamente coincidentes con la finalidad de 
la norma tal y como se describe en su propio título deben 
ser regulados para evitar la aparición de vacíos normati-
vos no deseados.

En este sentido es oportuno aclarar algunas de las 
materias reguladas y excluidas de la presente Ley. Comen-
zando por estas últimas, quedan excluidas las cuestiones 
relacionadas con la organización administrativa en sentido 
estricto, reguladas en la Ley 3/2003, así como las referidas 
al Tribunal Económico Administrativo de La Rioja y al con-
trol interno de carácter económico financiero que deberán 
ser objeto de regulación específica en la normativa relativa 
a la Hacienda Pública de nuestra Comunidad, únicamente 
con este carácter transitorio se declaran vigentes los Capí-
tulos I y III del Título VIII de la Ley 3/1995.

En el capítulo de las materias reguladas en la presente 
Ley, y sin entrar en lo que podríamos denominar su conte-
nido natural, destaca la inclusión de dos materias al consi-
derarlas conveniente, dada su estrecha relación con el 
objeto de la norma, y teniendo en cuenta que la especifici-
dad de las mismas no hace previsible que sean merecedo-
ras de un desarrollo legal autónomo. Se trata en concreto 
de las cuestiones relativas a la Asistencia Jurídica en el 
ámbito de la Administración General de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja y su sector público, y de las relativas 
a la contratación administrativa que tratan de recoger 
exclusivamente las especificidades que se consideran 
necesarias a la vista de amplia normativa básica estatal.

4

La presente Ley estructura su articulado en cinco 
Títulos, a los que se suman diez Disposiciones Adiciona-
les, una Transitoria, una Derogatoria y dos Disposiciones 
Finales.

En cuanto a las materias reguladas, el Título I, relativo 
al funcionamiento de la Administración, establece el objeto 
y ámbito de aplicación de la Ley, sus potestades y prerro-
gativas, los principios y reglas que deben inspirar su fun-
cionamiento, con referencia expresa a algunos aspectos 
novedosos en nuestra legislación como son los relativos a 
la programación y racionalización administrativa. El Título I 
se completa con el marco jurídico que rige las relaciones 
de nuestra Administración con otras Administraciones o 
entidades, públicas o privadas, dando cabida a nuevos ins-
trumentos provenientes de la normativa básica estatal 
como son los planes y programas de actuación.

El Título II, relativo al ejercicio de sus competencias 
por los órganos de la Administración, reitera el principio 
clásico de irrenunciabilidad de la competencia y de direc-
ción e impulso mediante instrucciones, circulares y órde-
nes del servicio, así como el de colaboración entre las 
distintas Consejerías. Además, concreta los aspectos 
organizativos relacionados con las técnicas relativas al 
ejercicio de las competencias administrativas, transferen-
cia, delegación, avocación, encomienda de gestión, etc., 
estableciendo finalmente el marco para la resolución de 
los conflictos de atribuciones que se produzcan.

El Título III, relativo al régimen jurídico de la actuación 
de la Administración de la Comunidad Autónoma, es el 
más extenso y el que por su contenido, resulta nuclear en 
la estructura de la Ley.

El Capítulo I de este Título III está dedicado a los Regla-
mentos, regulando las disposiciones generales relativas a 
la competencia para dictarlos, a su concepto y la forma 
que adoptarán, y entrando en detalle en la concreción del 
iter procedimental que ha seguirse para su elaboración y 
aprobación, superando de esta forma las deficiencias 
existentes en el régimen jurídico anterior.

Entre las novedades relativas a la elaboración y aproba-
ción de los reglamentos, destaca la diferenciación clara 
entre los trámites de audiencia a los interesados y el de 
información pública, la participación de las Entidades Loca-
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les en el proceso de elaboración de los reglamentos, la orde-
nación de los trámites y documentación que deben seguir y 
acompañar a los distintos borradores y, de manera especial, 
obliga a la Administración a valorar las observaciones, ale-
gaciones e informes emitidos y a justificar las propuestas 
concretas incluidas finalmente. La finalidad de estas previ-
siones es realzar la importancia otorgada a los mecanismos 
de participación e informe como garantías esenciales del 
procedimiento de elaboración de reglamentos.

El Capítulo II está dedicado a los actos administrativos 
y concreta, dentro de las previsiones ya recogidas en la 
normativa básica estatal, la importante cuestión práctica 
de los actos que ponen fin a la vía administrativa.

El Capítulo III está dedicado al Registro de documen-
tos, dando entrada al uso de las tecnologías de la informa-
ción que deberán redundar en una mayor accesibilidad de 
los ciudadanos y eficacia de la acción administrativa.

El Capítulo IV está dedicado a la revisión de los regla-
mentos y actos administrativos, en el que se concretan 
los aspectos derivados de las peculiaridades derivadas de 
la organización propia de la Administración. Como nove-
dad merece destacarse la regulación de la sustitución de 
los recursos administrativos por reclamaciones que resol-
verán comisiones técnicas especializadas, posibilidad que 
deberá ser objeto de desarrollo reglamentario.

El Capítulo V, dedicado a la potestad sancionadora, 
viene motivado por las decisiones del legislador básico 
estatal. La Sección 1.ª establece la competencia para san-
cionar y la Sección 2.ª formaliza un procedimiento sancio-
nador, que será el aplicable con carácter general por la 
Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja, 
salvo procedimiento específico expreso.

Finalmente, el Capítulo VI regula la responsabilidad 
patrimonial, limitada a concretar los órganos competentes 
para instruir y resolver los procedimientos, dado que en 
cuanto a la regulación sustantiva remite, como no podía 
ser de otra forma, a la legislación común en la materia.

El Título IV, relativo a la Asistencia Jurídica de la Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma en el marco de lo 
previsto en el artículo 551.3 de la Ley Orgánica 6/1985, 
de 1 de julio, del Poder Judicial, y cuyo contenido mejora 
sustancialmente la regulación anterior a partir de la expe-
riencia acumulada en estos años. Su Capítulo I atribuye 
esta asistencia jurídica a los Servicios Jurídicos, y en par-
ticular, a los letrados adscritos a la Dirección General de 
los Servicios Jurídicos. El Capítulo II regula el régimen de 
actuación de los Servicios Jurídicos en las funciones con-
sultivas y en las contenciosas, así como otros aspectos 
conexos de dicha actividad.

Por último, el Título V, referido a la contratación adminis-
trativa, concreta aquellas peculiaridades derivadas de la orga-
nización propia en materia de contratación, tales como los 
órganos de contratación propios o el registro de contratos.

Se cierra la norma con un conjunto de Disposiciones 
Adicionales, Transitorias y Finales.

TÍTULO I

Del funcionamiento de la Administración 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. La presente Ley tiene por objeto regular el funcio-
namiento y régimen jurídico de la Administración General 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

2. Los organismos públicos con personalidad jurí-
dica propia, vinculados o dependientes de la Administra-
ción General de la Comunidad Autónoma de La Rioja, 
sujetarán su actividad a la presente Ley cuando ejerzan 
potestades administrativas, sometiéndose en el resto de 
su actividad a lo que dispongan sus normas de creación.

Artículo 2. Potestades y prerrogativas.

1. La Administración General de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja, de acuerdo con el artículo 31 del Esta-
tuto de Autonomía, gozará en el ejercicio de sus compe-
tencias de las potestades y prerrogativas que el 
ordenamiento jurídico reconoce a la Administración 
General del Estado.

2. A los organismos públicos les corresponderá, 
dentro de su esfera de competencia, las potestades admi-
nistrativas necesarias para el cumplimiento de sus fines, 
en los términos que prevean sus estatutos, salvo la potes-
tad expropiatoria.

Artículo 3. Principios de funcionamiento.

1. La Administración General de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja y sus organismos públicos ajustarán su 
actividad a los siguientes principios:

a) Colaboración mutua y lealtad institucional en sus 
relaciones con los demás Poderes y Administraciones 
Públicas.

b) Colaboración y coordinación entre sus distintos 
órganos y organismos públicos.

c) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos insti-
tucionales.

d) Eficiencia en la asignación y en la utilización de 
los recursos públicos.

e) Planificación, gestión por objetivos y control de 
los resultados.

f) Responsabilidad por la gestión pública.
g) Racionalización de los procedimientos adminis-

trativos y de las actividades materiales de gestión.
h) Servicio efectivo y proximidad de la Administra-

ción a los ciudadanos.
i) Transparencia y publicidad, que garanticen la efec-

tividad de los derechos reconocidos a los ciudadanos, con 
las excepciones que la Ley establezca.

j) Buena fe y confianza legítima.

2. La Administración General de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja, impulsará de manera especial la pres-
tación de servicios de asistencia y cooperación a los 
municipios de su ámbito territorial, como Administracio-
nes más próximas a los ciudadanos.

Artículo 4. Derechos de los ciudadanos.

Los ciudadanos gozarán, en sus relaciones con la 
Administración General de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja y sus organismos públicos, de los derechos reco-
nocidos con carácter general en la legislación básica del 
régimen jurídico de las Administraciones Públicas y de 
cuantos estén establecidos en las disposiciones aplica-
bles en cada caso.

Artículo 5. Derecho de información.

1. Sin perjuicio del derecho que asiste a los interesa-
dos en un procedimiento de conocer en cualquier 
momento el estado de su tramitación, la Administración 
General de la Comunidad Autónoma de La Rioja y sus 
organismos públicos contarán con los instrumentos de 
información que garanticen a los ciudadanos el efectivo 
conocimiento por parte de éstos del procedimiento a 
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seguir para las solicitudes o actuaciones que se propon-
gan realizar ante aquélla. Reglamentariamente se deter-
minará la articulación de los instrumentos de información 
a que se refiere este artículo.

2. La información sobre el estado o el contenido de 
los procedimientos en tramitación y la identificación de 
las autoridades y de los funcionarios bajo cuya responsa-
bilidad se tramiten los procedimientos, sólo podrá facili-
tarse a quienes tengan la condición de interesado en el 
procedimiento o a sus representantes acreditados formal-
mente por cualquier medio válido en derecho que deje 
constancia fidedigna o mediante declaración en compare-
cencia personal del interesado. Corresponderá a las dife-
rentes unidades de gestión de la Administración de la 
Comunidad Autónoma facilitar esta información.

3. Los órganos administrativos establecerán las 
garantías necesarias respecto a la esfera privada de los 
administrados y el control y el tratamiento de los datos 
obtenidos por cualquier medio.

Artículo 6. Programación de la gestión administrativa.

1. La Administración General de la Comunidad Autó-
noma establecerá programas plurianuales y anuales en 
los que se definirán objetivos concretos, las actividades y 
los medios necesarios para llevarlos a cabo, así como el 
tiempo estimado para su consecución. Estos programas 
se basarán en los objetivos políticos y en los plazos fija-
dos por el Gobierno de La Rioja y determinarán los res-
ponsables de su ejecución.

2. El grado de cumplimiento de los objetivos fijados 
en los programas a los que se refieren los apartados ante-
riores será evaluado periódicamente por los órganos con 
competencia específica para ello en el ámbito de la Admi-
nistración General de la Comunidad Autónoma.

Artículo 7. Racionalización de los procedimientos.

Corresponderá a los órganos competentes de cada 
Consejería y organismos públicos de la Comunidad Autó-
noma racionalizar y simplificar sus procedimientos y acti-
vidades de gestión, bien a iniciativa propia, bien a pro-
puesta de la Consejería competente en materia de 
organización administrativa.

Artículo 8. Medios informáticos y telemáticos.

1. La tramitación de los procedimientos administrati-
vos se apoyará en la utilización de medios electrónicos, 
informáticos y telemáticos, con respeto de las garantías y 
cumplimiento de los requisitos previstos en cada caso por 
el ordenamiento jurídico.

2. La introducción de medios informáticos y telemáti-
cos en la gestión administrativa estará presidida por los 
principios de eficiencia y proporcionalidad de las inversio-
nes realizadas, y se ajustará a los criterios establecidos, en 
su caso, por la Consejería competente en materia de Tecno-
logías de la Información en la Administración Pública.

Artículo 9. Control de eficacia y de eficiencia.

1. Los órganos administrativos de la Administración 
General de la Comunidad Autónoma se someterán perió-
dicamente a controles, auditorías o inspecciones para 
evaluar su eficacia en el cumplimiento de los objetivos 
que les hayan sido asignados, así como su eficiencia en la 
utilización de los recursos disponibles.

2. El control al que se refiere el apartado anterior se 
realizará con arreglo a los criterios y directrices que se 
dicten por la Consejería competente en materia de organi-
zación administrativa, y se entenderá sin perjuicio del 
control que le corresponde a la Intervención General.

CAPÍTULO II

De las relaciones de la Administración 
de la Comunidad Autónoma

Artículo 10. Instrumentos de colaboración.

Para hacer efectivos los principios de colaboración 
mutua y de lealtad institucional la Administración de 
la Comunidad Autónoma utilizará los instrumentos y 
técnicas de colaboración y cooperación previstos en la 
legislación básica del Estado y resto de normas del orde-
namiento jurídico.

Artículo 11. Convenios de colaboración.

1. La Administración General de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja y sus organismos públicos podrán cele-
brar convenios de colaboración con otras Administracio-
nes Públicas en el ámbito de sus respectivas competencias, 
o con entidades privadas para la consecución de fines de 
interés público.

2. La Administración General podrá celebrar conve-
nios de colaboración con sus organismos públicos y otros 
entes integrantes de su sector público.

Artículo 12. Contenido de los convenios de colabora-
ción.

1. Los instrumentos de formalización de los conve-
nios deberán especificar, al menos:

a) Los órganos que celebran el convenio y la capaci-
dad jurídica con la que actúe cada una de las partes.

b) La competencia que, en su caso, ejerza cada 
Administración.

c) El objeto del convenio, con indicación, en su caso, 
de las actividades a realizar, órganos encargados de las 
mismas y su financiación.

d) Plazo de vigencia y, en su caso, previsiones sobre 
su posible revisión, rescisión y prórroga.

e) Jurisdicción competente, de acuerdo con lo que 
disponga la normativa que resulte de aplicación.

2. Cuando el cumplimiento del convenio requiera la 
creación de un órgano mixto de gestión, vigilancia y con-
trol, le corresponderá asimismo resolver las cuestiones 
que sobre interpretación y cumplimiento puedan susci-
tarse con relación al convenio.

3. Los convenios tendrán efecto entre las partes a 
partir de la firma, salvo que en ellos se disponga otra 
cosa.

Artículo 13. Convenios y acuerdos de cooperación con 
otras Comunidades Autónomas o territorios de Régi-
men Foral.

La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá cele-
brar convenios y acuerdos de cooperación con otras 
Comunidades Autónomas o territorios de Régimen 
Foral para la gestión y prestación de los servicios pro-
pios de su competencia, de acuerdo con lo establecido 
por la Constitución y en el artículo 14 del Estatuto de 
Autonomía.

Artículo 14. Gestión de los Convenios.

Cuando la gestión de un convenio haga necesario 
crear una organización común, ésta podrá adoptar la 
forma de consorcio con personalidad jurídica propia o 
sociedad mercantil.
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Artículo 15. Registro y publicidad.

Todos los convenios que se suscriban deberán ser 
inscritos en un registro administrativo especial que 
dependerá de la Consejería con competencias en materia 
de Secretariado de Gobierno, se dará publicidad de los 
mismos en el Boletín Oficial de La Rioja y se comunicarán 
al Parlamento de La Rioja.

Artículo 16. Planes y programas de actuación.

Los planes, programas y protocolos que apruebe la 
Administración de la Comunidad Autónoma, de acuerdo 
con la legislación básica del Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas, se regirán, en lo referente a su 
contenido y a sus efectos, por la normativa básica del 
Estado y por lo establecido para los convenios en el pre-
sente Capítulo.

TÍTULO II

Del ejercicio de sus competencias por los órganos 
de la Administración de la Comunidad Autónoma

CAPÍTULO I

Principios generales

Artículo 17. Irrenunciabilidad de la competencia.

Las competencias otorgadas por el ordenamiento jurí-
dico son irrenunciables y serán ejercidas por el órgano 
administrativo que las tenga atribuidas como propias, 
salvo los supuestos de delegación o avocación, realizadas 
de acuerdo con la Ley.

Artículo 18. Instrucciones, circulares y órdenes de servicio.

1. Los órganos de la Administración impulsarán y 
dirigirán la actividad de los órganos y unidades adminis-
trativas mediante instrucciones, circulares y órdenes de 
servicio.

2. Las instrucciones establecen pautas o criterios de 
actuación por la que han de regirse los órganos y las unida-
des administrativas dependientes del órgano que las dicta.

3. Las circulares tienen como finalidad recordar la 
aplicación de determinadas disposiciones legales o esta-
blecer la interpretación adecuada al espíritu y principios 
de tales disposiciones al objeto de garantizar su aplica-
ción homogénea.

4. Las órdenes de servicio son aquellas reglas de 
actuación o normas específicas dadas a un órgano o a 
unidades administrativas jerárquicamente dependientes, 
para un supuesto determinado.

5. Cuando una disposición así lo establezca o en 
aquellos casos en que se considere conveniente su cono-
cimiento por los ciudadanos o por el resto de los órganos 
de la Administración de la Comunidad Autónoma, el 
órgano que las dictó podrá ordenar la publicación de las 
instrucciones, circulares y órdenes de servicio en el Bole-
tín Oficial de La Rioja.

Artículo 19. Colaboración entre Consejerías.

Los titulares de las Consejerías podrán suscribir entre 
sí acuerdos de colaboración para la realización de actua-
ciones administrativas en ejercicio de sus competencias, 
con el fin de hacer efectivos los principios de eficacia, efi-
ciencia y colaboración mutua.

CAPÍTULO II

De la transferencia de la titularidad de la competencia

Artículo 20. Desconcentración.

1. El Gobierno y los Consejeros pueden desconcen-
trar las competencias propias en los órganos administra-
tivos jerárquicamente dependientes de ellos. La descon-
centración afectará tanto a la titularidad como al ejercicio 
de la competencia.

2. La desconcentración debe respetar tanto las previ-
siones de la Ley, cuando ésta haya atribuido la competen-
cia, como las limitaciones previstas para la delegación de 
competencias.

3. Las competencias desconcentradas podrán ser 
delegadas de acuerdo con lo previsto en esta Ley.

CAPÍTULO III

De la delegación de competencias y otras formas 
de ejercicio de las competencias

Artículo 21. Delegación de competencias.

1. El ejercicio de las competencias asignadas a los 
diversos órganos administrativos, podrá ser delegado en 
otros órganos, aunque no sean jerárquicamente depen-
dientes de aquéllos, o de los organismos públicos vincu-
lados o dependientes, cuando concurran circunstancias 
que lo hagan conveniente.

2. La delegación de las competencias de carácter 
administrativo de los órganos del Gobierno y de sus 
miembros se regirá además de por lo dispuesto en esta 
Ley, por lo dispuesto en su legislación específica.

Artículo 22. Régimen jurídico de la delegación.

1. La delegación de competencias se efectuará 
mediante resolución del órgano delegante. Cuando la dele-
gación se realice a favor de órganos no jerárquicamente 
dependientes, será preceptivo el informe previo favorable 
del titular de la Consejería o Consejerías de que dependan.

2. La delegación de competencias y su revocación 
deberán publicarse en el Boletín Oficial de La Rioja.

3. Salvo autorización legal expresa, en ningún caso 
podrá delegarse las competencias que se ejerzan por 
delegación.

4. Las resoluciones administrativas que se adopten 
por delegación indicarán expresamente esta circunstan-
cia y se considerarán dictadas, por el órgano delegante, 
salvo lo previsto en materia de recursos en el artículo 53.2 
de esta Ley.

5. La delegación de competencias atribuidas a órga-
nos colegiados para cuyo ejercicio ordinario se requiera 
un quórum especial, deberá adoptarse observando, en 
todo caso, dicho quórum.

Artículo 23. Avocación.

1. Los órganos administrativos podrán, en cualquier 
momento, avocar para sí el conocimiento de un asunto cuya 
resolución corresponda, ordinariamente o por delegación, a 
sus órganos administrativos dependientes, cuando concu-
rran razones de interés público que lo justifiquen.

2. En los supuestos de delegación de competencias en 
órganos jerárquicamente no dependientes, la avocación sólo 
podrá efectuarse por el órgano que realizó la delegación.

3. La avocación se producirá mediante acuerdo 
motivado que deberá ser notificado a los interesados en 
el procedimiento, antes de la resolución final.
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4. Contra el acuerdo de avocación no cabrá recurso 
alguno, aunque podrá impugnarse en el que, en su caso, 
se interponga contra la resolución final.

Artículo 24. Encomienda de gestión.

1. La encomienda de gestión a un órgano de la 
misma Consejería, o a un organismo público dependiente 
o adscrito, deberá ser autorizada por el titular de la 
misma.

2. La encomienda de gestión a un órgano depen-
diente de otra Consejería, o a un organismo público 
dependiente o adscrito a otra Consejería, requerirá la con-
formidad de las Consejerías afectadas y autorización del 
Consejo de Gobierno.

3. La encomienda de gestión a un órgano u orga-
nismo público de otras Administraciones o la asunción 
mediante esta figura de cometidos propios de las mis-
mas, requerirá la firma del correspondiente convenio, que 
deberá ser autorizado por el Consejo de Gobierno, u 
órgano en que delegue, en los términos previstos en la 
legislación reguladora del Gobierno, y sin perjuicio del 
régimen establecido para las Entidades Locales o enco-
miendas realizadas a favor de las Entidades Locales de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, que se sujetarán al 
régimen establecido en su legislación específica.

4. En todo caso, el instrumento de formalización de la 
encomienda de gestión y su resolución deberá ser publi-
cado en el Boletín Oficial de La Rioja para su eficacia.

Artículo 25. Delegación de firma.

1. Los titulares de los órganos administrativos 
podrán delegar la firma de las resoluciones y actos admi-
nistrativos de su competencia en los titulares de los órga-
nos y unidades administrativas que de ellos dependan, 
dentro de los límites señalados para la delegación de 
competencia en la presente Ley.

2. En las resoluciones y actos que se firmen por dele-
gación, se hará constar la denominación del órgano auto-
rizante y a continuación, precedido por la expresión «por 
autorización», o su forma usual de abreviatura, la denomi-
nación del órgano en cuyo favor se haya conferido la 
delegación de firma.

3. La delegación de firma no supondrá, en ningún 
caso, alteración de la competencia ni precisará publica-
ción oficial.

4. No cabrá la delegación de firma en las resolucio-
nes de carácter sancionador.

Artículo 26. Suplencia.

1. Los titulares de los órganos administrativos 
podrán ser sustituidos provisionalmente en el ejercicio de 
sus funciones, en los casos de vacante, ausencia, enfer-
medad, por quien designe el órgano competente para su 
nombramiento.

2. Si no se designa suplente, la competencia del 
órgano administrativo se ejercerá por quien designe el 
órgano administrativo inmediato de quien dependa.

3. La suplencia no supone alteración de la compe-
tencia.

CAPÍTULO IV

De los conflictos de atribuciones

Artículo 27. Órganos.

1. Los conflictos de atribuciones que se susciten 
entre las Consejerías de la Administración General de la 

Comunidad Autónoma los resolverá el Presidente del 
Gobierno previo dictamen del Consejo Consultivo de La 
Rioja.

2. Los conflictos de atribuciones que se susciten entre 
órganos de una Consejería que no estén relacionados 
jerárquicamente los resolverá el titular de la Consejería.

Artículo 28. Procedimiento.

1. El conflicto de atribuciones podrá plantearse a 
partir de una decisión positiva o negativa sobre el cono-
cimiento y la resolución de un determinado asunto que 
manifiesten los órganos afectados, de oficio o a instancia 
de los interesados en el procedimiento.

2. Una vez que los órganos que planteen el conflicto 
fijen su posición, el que estuviere conociendo del asunto 
suspenderá su tramitación, lo notificará a los interesados 
y elevará las actuaciones al órgano que, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo anterior, sea competente para 
resolver.

3. El conflicto se resolverá y notificará dentro del 
plazo máximo de quince días contados a partir de aquél 
en el que se eleven las actuaciones al órgano competente 
para resolver.

4. Si no se resuelve expresamente, la competencia 
corresponderá al órgano que conoció inicialmente del 
asunto, aunque hubiere declinado su competencia. En 
ese supuesto, los interesados podrán reclamar que prosi-
gan las actuaciones, sin perjuicio de la reserva de recur-
sos y acciones para cuando procediere su ejercicio.

TÍTULO III

Del régimen jurídico de la actuación 
de la Administración de la Comunidad Autónoma

CAPÍTULO I

De los reglamentos

SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 29. Competencia.

La potestad reglamentaria se ejercerá por los órganos 
que la tienen reconocida de acuerdo con el Estatuto de 
Autonomía y la legislación reguladora en el ámbito de la 
Administración General de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja.

Artículo 30. Concepto y forma que adoptarán.

1. A los efectos de esta Ley, se entiende por regla-
mentos las disposiciones de carácter general de rango 
inferior a la Ley, dictadas por los órganos que tienen atri-
buida expresamente competencia para ello.

2. No tendrán la consideración de disposiciones de 
carácter general:

a) Los actos administrativos generales que tengan 
como destinatarios una pluralidad indeterminada de des-
tinatarios y su contenido se agote con su sola aplicación o 
requieran actos de ejecución cuyo contenido esté prede-
terminado por aquellos, que adoptarán la forma de reso-
lución.

b) Los actos administrativos generales mediante los 
que se haga público a los interesados el inicio de los pla-
zos para presentar solicitudes en procedimientos selecti-
vos y de concurrencia competitiva que adoptarán, igual-
mente, la forma de resolución.
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3. Los reglamentos adoptarán la forma de Decreto si 
son aprobados por el Consejo de Gobierno, y de Orden, si 
son aprobadas por los Consejeros.

4. Los Decretos serán firmados por el Presidente del 
Gobierno. Las Órdenes serán firmadas por el Consejero 
competente.

Artículo 31. Principio de jerarquía e inderogabilidad sin-
gular de los reglamentos.

1. Los reglamentos se ajustarán a la siguiente jerar-
quía normativa:

a) Decretos, aprobados por el Consejo de Gobierno.
b) Órdenes de los Consejeros.

2. Los reglamentos no podrán contener preceptos 
opuestos a la Constitución, al Estatuto de Autonomía y a 
las leyes u otras disposiciones administrativas de rango 
superior, ni regular materias reservadas a la Ley, ni esta-
blecer la retroactividad de disposiciones sancionadoras 
no favorables o restrictivas de derechos individuales.

3. Son nulos de pleno derecho los reglamentos que 
infrinjan lo establecido en el apartado anterior.

4. Los actos administrativos no podrán vulnerar lo 
establecido en un reglamento, aunque procedan de un 
órgano de igual o superior rango a aquel que dictó el 
reglamento.

Artículo 32. Publicidad y control.

1. Los reglamentos habrán de publicarse en el Bole-
tín Oficial de La Rioja para que produzcan efectos jurídi-
cos. Entrarán en vigor a los veinte días de su completa 
publicación, salvo que en ellos se establezca otro plazo 
distinto.

2. Los reglamentos, sea cual fuere el órgano del que 
emanen, agotan la vía administrativa y contra ellos no 
procede ningún recurso administrativo, siendo suscepti-
bles de recurso contencioso administrativo de acuerdo 
con la legislación procesal aplicable.

SECCIÓN 2.ª PROCEDIMIENTO PARA LA ELABORACIÓN 
DE REGLAMENTOS

Artículo 33. Órgano competente para la iniciación.

1. El procedimiento para la elaboración de los regla-
mentos se iniciará mediante resolución del órgano admi-
nistrativo competente por razón de la materia.

2. La resolución de inicio expresará sucintamente el 
objeto y finalidad de la norma, las normas legales que en 
su caso deba desarrollar, así como el fundamento jurídico 
relativo a la competencia ejercida.

Artículo 34. Elaboración del borrador inicial.

1. El órgano del que emane la resolución de inicio 
elaborará un borrador inicial integrado por un preámbulo 
y por el texto articulado del reglamento que incluirá, en su 
caso, una disposición derogatoria de las normas anterio-
res que resulten afectadas.

2. El borrador inicial irá acompañado de una memo-
ria justificativa acerca de la necesidad de la aprobación de 
la nueva norma, de su adecuación al objeto y finalidad 
fijados en la resolución de inicio, la incidencia que habrá 
de tener en el marco normativo en que se inserte, una 
relación de las disposiciones afectadas y la tabla de vigen-
cias de las disposiciones anteriores sobre la misma mate-
ria, así como una valoración de los efectos previsibles que 
puedan seguirse de su aplicación. Finalmente, incluirá, en 
su caso, también los estudios e informes previos que le 
sirvan de fundamento, así como una relación de aquellos 

informes o trámites que se consideren necesarios en la 
tramitación del expediente.

3. En los casos de creación de nuevos servicios o de 
modificación de los existentes, o aquellos en los que de la 
aplicación del reglamento se prevea que van a derivar dere-
chos y obligaciones de carácter económico, deberá ad-
juntarse al expediente un estudio del coste y financiación.

Artículo 35. Anteproyecto de reglamento.

1. Una vez elaborado el borrador inicial, así como la 
documentación complementaria a que se refiere el artículo 
anterior, el expediente se remitirá a la Secretaría General 
Técnica de la Consejería, cuyo titular, a la vista de su conte-
nido declarará, en su caso, formado el expediente de ante-
proyecto y acordará la continuación del procedimiento por 
la propia Secretaría General Técnica.

2. Por la Secretaría General Técnica de la Consejería 
se determinarán los trámites e informes que resulten 
necesarios para garantizar el acierto y legalidad del regla-
mento.

3. Cuando se observaran defectos en la formación 
del expediente por el órgano administrativo que dictó la 
resolución de inicio el mismo podrá ser devuelto al citado 
centro a efectos de que se proceda a su subsanación.

Artículo 36. Trámite de audiencia.

1. El anteproyecto deberá someterse a la audiencia 
de los interesados, directamente o por medio de las enti-
dades reconocidas por la Ley que los agrupen o los repre-
senten, en los siguientes casos:

a) Cuando lo exija una norma con rango de Ley.
b) Cuando la disposición afecte a derechos e intere-

ses legítimos de los ciudadanos.

2. No será exigible el trámite previsto en el punto 
anterior respecto de las entidades citadas si han sido con-
sultadas en el procedimiento de elaboración o si han 
intervenido en él mediante la emisión de informes o par-
ticipación en órganos colegiados.

3. La audiencia no será exigible en relación con los 
proyectos de disposiciones que regulen la organización 
del Gobierno, de la Administración General de la Comuni-
dad Autónoma o de los entes integrantes de su Sector 
Público, salvo que en alguno de estos casos se regule la 
participación de los ciudadanos o de sus organizaciones y 
asociaciones representativas en el ejercicio de sus funcio-
nes u órganos. Tampoco será exige el trámite de audien-
cia en relación a aquellas disposiciones que tengan por 
objeto exclusivo la regulación de los tributos o ingresos 
de derecho público.

4. El plazo de la audiencia debe ser adecuado a la 
naturaleza de la disposición, y no inferior a quince días. 
Por razones justificadas, y mediante acuerdo o resolución 
debidamente motivado, este plazo podrá reducirse a siete 
días.

Artículo 37. Información pública y participación.

Cuando lo exija la naturaleza de la disposición y lo 
decida el Consejo de Gobierno o el Consejero compe-
tente, el proyecto será sometido a información pública.

La información pública tendrá por objeto facilitar la 
más amplia participación de los ciudadanos. En su comu-
nicación y desarrollo se procurará el uso de las técnicas y 
medios electrónicos, informáticos y telemáticos que con-
tribuyan a facilitar la efectiva participación.

El plazo de la información pública será adecuado a la 
naturaleza de la disposición, y en ningún caso inferior a 
veinte días. La determinación del plazo corresponderá al 
órgano que decida su procedencia.
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Artículo 38. Intervención de los Entes Locales.

El órgano responsable de la tramitación adoptará las 
medidas que hagan posible la participación de los Entes 
Locales de la Comunidad Autónoma de La Rioja en el pro-
cedimiento cuando el anteproyecto de disposición afecte 
a las competencias de éstos.

Artículo 39. Informes y dictámenes preceptivos

1. Los informes preceptivos y los dictámenes de los 
órganos consultivos se solicitarán en el momento y en la 
forma que determinen sus disposiciones reguladoras. El 
plazo para su emisión será el previsto en ellas, y a falta de 
previsión expresa, el de diez días.

2. De no emitirse el informe en el plazo señalado, y 
sin perjuicio de las responsabilidades en que incurra el 
responsable de la demora, se podrán proseguir las actua-
ciones cualquiera que sea el carácter del informe solici-
tado, excepto en los supuestos de informes preceptivos 
que sean determinantes para la tramitación del regla-
mento, en cuyo caso podrá interrumpirse la misma en 
tanto no se emitan e incorporen al expediente. El plazo de 
espera no podrá exceder en ningún caso de tres meses, 
salvo disposición legal que determine un plazo menor o 
establezca otros efectos ante la falta de emisión.

3. El anteproyecto de reglamento será informado 
por la Dirección General de los Servicios Jurídicos una 
vez cumplimentados todos los trámites y previamente a 
la emisión de los dictámenes que, en su caso, resulten 
procedentes.

Artículo 40. Integración del expediente y memoria final 
del anteproyecto.

1. Concluidas las actuaciones de instrucción y con 
carácter previo a la emisión del dictamen del Consejo 
Consultivo de La Rioja que en su caso deba emitirse, la 
Secretaría General Técnica encargada de la tramitación 
elaborará una memoria sucinta de todo el procedimiento, 
en la que se reseñarán los antecedentes, los trámites prac-
ticados y su resultado, las modificaciones introducidas en 
el texto del anteproyecto como consecuencia del conte-
nido de los documentos e informes resultantes de los 
trámites de audiencia, información pública e informes 
preceptivos, así como una exposición motivada de aque-
llas que hayan sido rechazadas. La memoria deberá reco-
ger expresamente una declaración motivada de la ade-
cuación al ordenamiento jurídico del texto del ante-
proyecto.

2. El expediente de elaboración del reglamento se 
ordenará a partir de la resolución de inicio seguido del 
anteproyecto y documentación correspondiente, así 
como de los estudios y consultas evacuados y demás 
actuaciones practicadas.

3. En aquellos casos en que proceda la emisión de 
dictámenes por el Consejo Consultivo, y una vez recibido 
el mismo, se procederá a introducir las modificaciones 
que procedan en el texto del anteproyecto formulándose 
por la Secretaría General Técnica correspondiente la 
memoria final del anteproyecto, en aquellos casos en que 
la misma resulte necesaria, que precederá en todo caso a 
la formalización del proyecto de reglamento.

Artículo 41. Redacción y aprobación del proyecto de 
Reglamento.

1. Una vez incorporada la memoria final del antepro-
yecto por la Secretaría General Técnica e integrado defini-
tivamente el expediente tramitado, se redactará el pro-
yecto de reglamento que contendrá la redacción definitiva 
de la norma propuesta.

2. La aprobación del proyecto corresponderá al titu-
lar de la Consejería encargada de la tramitación del 
expediente en aquellos casos en que la norma deba 
adoptar la forma de Decreto, y a la Secretaría General 
Técnica a quien correspondió la tramitación en los res-
tantes casos.

Artículo 42. Aprobación del reglamento y publicación.

1. Concluido el procedimiento establecido, los pro-
yectos de reglamento serán sometidos a la aprobación 
del Consejo de Gobierno o de los Consejeros, adop-
tando el reglamento desde el momento de su aproba-
ción la forma de Decreto o la de Orden, respectiva-
mente.

2. Una vez aprobados los reglamentos serán publi-
cados en los términos previstos en el artículo 32 de esta 
Ley, entrando en vigor de acuerdo con las normas allí 
recogidas.

CAPÍTULO II

De los actos administrativos

Artículo 43. Actos administrativos.

1. Los actos administrativos se producirán por el 
órgano que tenga atribuida la competencia y de acuerdo 
con el procedimiento establecido.

2. Los actos administrativos que pongan fin al proce-
dimiento adoptarán la forma de Resolución cuando se 
dicten por órganos unipersonales o la de Acuerdos 
cuando se adopten por órganos colegiados.

Artículo 44. Actos de trámite cualificados.

Tendrán la consideración de actos de trámite cualifica-
dos aquellos que decidan directa o indirectamente el 
fondo del asunto, determinen la imposibilidad de conti-
nuar el procedimiento, produzcan indefensión o perjuicio 
irreparable a derechos e intereses legítimos.

Artículo 45. Actos que ponen fin a la vía administrativa.

1. Ponen fin a la vía administrativa los actos siguientes:
a) Los del Presidente del Gobierno.
b) Los del Consejo de Gobierno.
c) Los de las Comisiones Delegadas del Gobierno.
d) Los de los Vicepresidentes.
e) Los de los Consejeros, salvo que por Ley se otor-

gue expresamente recurso ante el Consejo de Gobierno.
f) Los de los órganos de las Consejerías, en los casos 

en que resuelvan por delegación de otro órgano cuyas 
resoluciones pongan fin a la vía administrativa.

g) Los resolutorios de un recurso de alzada, cual-
quiera que sea el órgano que los resuelva.

h) Los resolutorios de los procedimientos de recla-
mación a que se refiere la Sección 4.ª del Capítulo III de 
este Título.

i) Los dictados por los Secretarios Generales Técni-
cos en relación con las competencias que tengan atribui-
das en materia de personal.

j) Los de cualquier otro órgano, cuando así lo esta-
blezca una disposición legal o reglamentaria.

2. En los Organismos Públicos ponen fin a la vía 
administrativa los actos emanados de los máximos órga-
nos de dirección, unipersonales o colegiados, de acuerdo 
con lo que establezcan sus estatutos, salvo que su Ley de 
creación establezca otra cosa.



21564 Martes 21 junio 2005 BOE núm. 147

CAPÍTULO III

Del registro de documentos

Artículo 46. Finalidad del Registro.

1. Para la debida constancia de las solicitudes, escri-
tos y comunicaciones oficiales que los particulares pre-
senten o se reciban en los órganos de la Administración 
General de la Comunidad Autónoma y sus organismos 
públicos existirá un Registro único.

2. Dicho Registro anotará también las salidas de las 
solicitudes, escritos y comunicaciones que los órganos de 
la Administración General de la Comunidad Autónoma y 
sus organismos públicos dirijan a otras Administraciones 
Públicas o particulares.

3. El Registro se gestionará en soporte informático y 
será único para toda la Administración General de la 
Comunidad Autónoma y sus organismos públicos. Regla-
mentariamente se regulará la creación de Oficinas de 
Registro.

4. El Registro deberá permitir la recepción y salida 
telemática de solicitudes, escritos y comunicaciones de 
acuerdo con lo que reglamentariamente se establezca.

Artículo 47. Funcionamiento del Registro.

1. Los interesados podrán presentar solicitudes, 
escritos y comunicaciones así como los documentos que 
los acompañen, en cualquiera de las Oficinas de Registro. 
Se anotará como fecha de entrada la de su presentación o 
recepción en cualquiera de ellos.

2. En los procedimientos iniciados a instancia de 
parte, se considerará fecha de inicio del plazo para resol-
ver y notificar, aquella en la que la solicitud del interesado 
sea recibida en cualquiera de las Oficinas de Registro del 
órgano administrativo competente para tramitar el proce-
dimiento.

3. La Consejería competente en materia de Adminis-
traciones Públicas podrá celebrar convenios con las enti-
dades que integran la Administración Local para que 
reciban escritos, solicitudes o documentos dirigidos a la 
Administración General de la Comunidad Autónoma y 
sus organismos públicos.

4. Asimismo podrá celebrar convenios con entida-
des o instituciones públicas o privadas para facilitar a los 
ciudadanos la realización de trámites administrativos o el 
cumplimiento de obligaciones legales.

CAPÍTULO IV

De la revisión de los reglamentos y de los actos en vía 
administrativa

SECCIÓN 1.ª REVISIÓN DE REGLAMENTOS Y DE ACTOS 
ADMINISTRATIVOS

Artículo 48. Revisión de oficio de reglamentos y actos 
nulos.

1. La revisión de oficio de los actos administrativos y 
reglamentos se realizará en los supuestos previstos en la 
legislación del procedimiento común de acuerdo con las 
siguientes reglas:

a) Los procedimientos de revisión de actos nulos se 
iniciarán por el órgano autor del acto o a solicitud de per-
sona interesada. En el caso de reglamentos, la revisión se 
iniciará por el órgano autor de los mismos.

b) Cuando se trate de actos nulos, la declaración de 
nulidad se efectuará por:

Los Consejeros, previo dictamen favorable del 
Consejo Consultivo de La Rioja, si se trata de actos 
provenientes de órganos inferiores, así como los dic-
tados por los órganos interiores de los organismos 
públicos.

El Consejo de Gobierno, en el caso de que se trate de 
actos provenientes del Consejo de Gobierno, de los Con-
sejeros o de actos dictados por el máximo órgano rector 
de los organismos públicos.

Asimismo, en cualquier momento, el Consejo de 
Gobierno o los Consejeros, previo dictamen favorable del 
Consejo Consultivo de La Rioja, podrán declarar la nuli-
dad de los reglamentos que hayan aprobado en los 
supuestos previstos en la legislación del procedimiento 
común.

2. El órgano competente para la revisión de oficio 
podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de 
las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesi-
dad de recabar dictamen del Consejo Consultivo, cuando 
las mismas no se basen en alguna de las causas de nuli-
dad de pleno derecho o carezcan manifiestamente de 
fundamento, así como en el supuesto de que se hubieran 
desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustan-
cialmente iguales.

Artículo 49. Declaración de lesividad de actos anula-
bles.

1. La Administración General de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja podrá declarar lesivos para el 
interés público los actos favorables para los interesados 
que sean anulables a fin de proceder a su ulterior impug-
nación ante el orden jurisdiccional contencioso-adminis-
trativo.

2. La declaración de lesividad se efectuará mediante 
Resolución del Consejero titular de la Consejería de la que 
emane el acto o al que esté adscrito el organismo público 
que lo haya dictado o, en su caso, mediante Acuerdo del 
Consejo de Gobierno cuando el acto provenga de este 
último o del titular de la Consejería.

3. La declaración de lesividad no podrá adoptarse 
una vez transcurridos 4 años desde que se dictó el acto 
administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos 
aparezcan como interesados en el mismo.

Artículo 50. Revocación de actos administrativos.

1. La Administración General de la Comunidad Autó-
noma y sus organismos públicos podrán revocar en cual-
quier momento sus actos, expresos o presuntos, desfavo-
rables o de gravamen, siempre que tal revocación no 
constituya dispensa o exención no permitida por las leyes 
o sea contraria al principio de igualdad, al interés público 
o al ordenamiento jurídico.

2. El órgano competente para la revocación será el 
que dictó el acto que se pretenda revocar.

Artículo 51. Rectificación de errores materiales o aritmé-
ticos.

Los órganos competentes para instruir o resolver en 
los procedimientos administrativos podrán, en cualquier 
momento, de oficio o a instancia del interesado, rectificar 
los errores materiales, de hecho o aritméticos que se 
hayan producido.

La rectificación señalada en el párrafo anterior 
deberá ser objeto de publicación o notificación en los 
mismos términos que los actos que hayan sido objeto de 
rectificación.
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SECCIÓN 2.ª RECURSOS ADMINISTRATIVOS

Artículo 52. Recursos contra actos que no agotan la vía 
administrativa.

1. Contra los actos de los órganos administrativos 
que no pongan fin a la vía administrativa y contra los 
actos de trámite cualificados podrá interponerse por los 
interesados el recurso de alzada regulado en la legisla-
ción del procedimiento común.

2. La oposición a los restantes actos de trámite 
podrá alegarse por los interesados para su consideración 
en la resolución que ponga fin al procedimiento.

3. El órgano competente para resolver el recurso de 
alzada será el superior jerárquico del órgano que dictó el 
acto recurrido.

Artículo 53. Recurso de reposición.

1. Los actos que pongan fin a la vía administrativa 
podrán ser recurridos potestativamente en reposición 
ante el mismo órgano que los hubiera dictado, conforme 
a lo establecido en la legislación del procedimiento 
común.

2. Tratándose de actos dictados por delegación y 
salvo que en ésta se disponga otra cosa, el recurso de 
reposición se resolverá por el órgano delegado.

Artículo 54. Recurso extraordinario de revisión.

El recurso extraordinario de revisión se interpondrá, 
en los supuestos y plazos previstos en la legislación del 
procedimiento común, ante el Consejero competente por 
razón de la materia, a quien corresponderá su resolución, 
incluidos los que se interpongan contra actos de organis-
mos públicos dependientes o adscritos a su Consejería, 
salvo que se trate de actos del Consejo de Gobierno, en 
cuyo caso será éste el competente para resolverlos.

SECCIÓN 3.ª RECLAMACIONES ADMINISTRATIVAS PREVIAS AL EJERCICIO 
DE LAS ACCIONES CIVILES Y LABORALES

Artículo 55. Reclamación administrativa previa a la vía 
judicial civil.

1. La reclamación administrativa previa al ejercicio 
de acciones fundadas en Derecho Privado se presentará 
ante el Consejero competente por razón de la materia y a 
quien corresponda su resolución.

2. En los organismos públicos la reclamación se 
resolverá por su máximo órgano rector.

3. Se considerará desestimada la reclamación si no se 
notifica la resolución expresa en el plazo de tres meses.

Artículo 56. Reclamación administrativa previa a la vía 
judicial laboral.

1. La reclamación administrativa previa al ejercicio 
de acciones ante la jurisdicción social serán resueltas por 
el Consejero del que dependa el órgano que hubiera dic-
tado el acto objeto de la reclamación.

Cuando el contenido de la reclamación sea en mate-
ria de personal deberá dirigirse al Consejero del que 
dependa el centro de trabajo en relación al cual se 
reclame, quien la remitirá debidamente informada a la 
Consejería competente en materia de Función Pública 
para su resolución.

2. En los organismos públicos la reclamación será 
resuelta por su máximo órgano rector.

3. Se considerará desestimada la reclamación si no 
se notifica la resolución expresa en el plazo de un mes.

SECCIÓN 4.ª SUSTITUCIÓN DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS

Artículo 57. Criterios generales.

1. El recurso de alzada o el de reposición podrán ser 
sustituidos por una reclamación que resolverán comisio-
nes técnicas no sometidas a instrucciones jerárquicas, en 
supuestos o ámbitos sectoriales determinados, de 
acuerdo con lo establecido en la legislación del procedi-
miento común.

2. La comisión, una vez conocido el contenido de la 
reclamación y el expediente administrativo, resolverá lo 
que en Derecho proceda.

3. El procedimiento administrativo de actuación de 
estas comisiones deberá respetar los principios, las 
garantías y los plazos que la legislación básica reconoce a 
los interesados en todo procedimiento administrativo.

4. En todo caso, la reclamación deberá presentarse 
dentro del mismo plazo establecido para la interposición 
de los correspondientes recursos administrativos, junto 
con los documentos requeridos por el ordenamiento jurí-
dico para dicha interposición.

CAPÍTULO V

De la potestad sancionadora

SECCIÓN 1.ª COMPETENCIA PARA SANCIONAR

Artículo 58. Ejercicio de la potestad sancionadora.

1. La potestad sancionadora de la Administración 
General de la Comunidad Autónoma de La Rioja y de sus 
organismos públicos se ejercerá de acuerdo con los prin-
cipios de legalidad, irretroactividad, tipicidad, responsabi-
lidad, proporcionalidad y respeto de los plazos de pres-
cripción y no duplicidad de sanciones, establecidos en la 
legislación del procedimiento común.

2. No podrán imponerse sanciones administrativas 
sino en virtud de previo procedimiento administrativo 
que garantizará el derecho de audiencia y de defensa de 
los interesados.

Artículo 59. Órganos competentes.

1. El ejercicio de la potestad sancionadora corres-
ponde a los órganos administrativos que la tengan expre-
samente atribuida, por disposición de rango legal o regla-
mentario.

2. La competencia para resolver los procedimientos 
sancionadores corresponde a los órganos que la tengan 
expresamente atribuida en las normas sancionadoras. 
Cuando dichas normas no atribuyan la competencia para 
ordenar el inicio del procedimiento ésta corresponderá al 
órgano competente para resolver.

3. Los órganos competentes para el inicio del proce-
dimiento sancionador lo serán también para:

a) Ordenar la práctica de informaciones previas.
b) Designar instructor.

4. De conformidad con lo dispuesto en los artícu-
los 72 y 136 de la Ley 30/1992, de 30 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, el órgano compe-
tente para resolver podrá adoptar en cualquier momento, 
mediante acuerdo motivado, las medidas de carácter pro-
visional que resulten necesarias para asegurar la eficacia 
de la resolución que pudiera recaer, el buen fin del proce-
dimiento, evitar el mantenimiento de los efectos de la 
infracción y las exigencias de los intereses generales.
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SECCIÓN 2.ª PROCEDIMIENTO SANCIONADOR

Artículo 60. Procedimiento aplicable.

El procedimiento sancionador regulado en la presente 
Ley será aplicable a las infracciones en materias de la 
competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja, sin perjuicio de los procedimientos específicos que 
puedan establecerse y de la aplicación supletoria de las 
normas estatales en materia de procedimiento común.

Artículo 61. Iniciación.

1. El procedimiento se iniciará de oficio mediante 
acuerdo del órgano competente para ello, dictado bien 
por iniciativa propia o como consecuencia de petición 
razonada de otros órganos o denuncia. Con anterioridad 
podrá acordar la instrucción de una información previa, 
con el objeto de disponer la iniciación del procedimiento 
o, en su caso, el archivo de las actuaciones.

2. La petición razonada de otros órganos no vincula 
al órgano titular de la potestad sancionadora, si bien 
deberá comunicar al que la hubiere realizado la decisión 
adoptada sobre la apertura o no del procedimiento.

3. La denuncia no convierte, por sí sola al denunciante 
en interesado en el procedimiento sancionador. Salvo que 
tenga la condición de interesado por otro concepto, el 
denunciante no tendrá más participación en el procedi-
miento que el derecho a recibir comunicación del órgano 
competente sobre la apertura o no del procedimiento.

4. El acuerdo que declare iniciado el procedimiento 
se referirá, como mínimo, a los siguientes extremos:

a) Identificación de la persona o personas que consi-
dere presuntamente responsables.

b) Relación de hechos que motivan la incoación.
c) Infracciones que se consideran cometidas.
d) Sanciones que, en su caso, pueden imponerse.
e) Identidad del instructor y, en su caso, del Secreta-

rio del procedimiento.
f) Órgano competente para imponer la sanción y 

norma que atribuye tal competencia.

5. Los hechos constatados por funcionarios a los que 
se le reconoce la condición de autoridad, y que se forma-
licen en documento en el que se observen los requisitos 
legales pertinentes, tendrán valor probatorio sin perjuicio 
de las pruebas que en defensa de los respectivos dere-
chos o intereses puedan señalar o aportar los propios 
administrados.

Artículo 62. Instrucción.

1. El acuerdo de iniciación del procedimiento sancio-
nador se comunicará al instructor y se notificará a la per-
sona presuntamente responsable y demás interesados, 
concediéndosele un plazo de quince días para que pre-
sente las alegaciones y documentos que considere conve-
nientes a su defensa. En la notificación se advertirá que, si 
no presentaran alegaciones, la iniciación podrá ser consi-
derada propuesta de resolución cuando contenga un pro-
nunciamiento preciso acerca de la responsabilidad impu-
tada y de la sanción que corresponda.

En el trámite de alegaciones, la persona presunta-
mente responsable y demás interesados podrán solicitar 
la práctica de las pruebas que considere necesarias.

2. Presentadas las alegaciones o transcurrido el 
plazo establecido para ello, el instructor podrá acordar la 
apertura de un período de prueba cuando lo haya solici-
tado cualquiera de los interesados o lo considere necesa-
rio para el esclarecimiento de los hechos y la determina-
ción de las personas responsables, practicándose las que 

se consideren pertinentes en un plazo no superior a 
treinta días ni inferior a diez.

3. Finalizado el período de prueba o, en su defecto, 
el plazo de alegaciones contra la resolución de iniciación 
del procedimiento se pondrá de manifiesto a la persona 
presuntamente responsable y demás interesados para 
que, en el plazo de diez días, presenten las alegaciones y 
documentos que estimen pertinentes.

4. Podrá prescindirse del trámite de audiencia 
cuando no figuren en el procedimiento o no sean teni-
dos en cuenta en la resolución del mismo, otros hechos, 
alegaciones y pruebas que las aportadas por los intere-
sados.

5. Cumplimentados los trámites señalados, el ins-
tructor elaborará la propuesta de resolución en la que 
fijará con precisión los hechos que se consideren proba-
dos y su calificación jurídica, la infracción que constitu-
yan, la persona o personas que resulten responsables y la 
sanción que corresponda de acuerdo con la normativa 
que resulte de aplicación, con referencia concreta a los 
artículos infringidos de la misma. Si el instructor conclu-
yera que los hechos probados no constituyen infracción, 
propondrá el archivo de las actuaciones.

6. La propuesta de resolución se notificará a los inte-
resados, para que en el plazo de quince días presenten 
ante el instructor las alegaciones pertinentes, que se uni-
rán a las actuaciones.

En la notificación se comunicará a los interesados 
que, durante dicho plazo, se les pondrá de manifiesto el 
expediente a fin de que puedan examinarlo y obtener 
copias de los documentos que obren en el mismo.

7. La propuesta de resolución se remitirá al órgano 
competente para resolver el procedimiento, junto con 
todos los documentos que integren el expediente for-
mado.

Artículo 63. Actuaciones complementarias.

1. Antes de dictar la resolución, el órgano compe-
tente para resolver podrá acordar, motivadamente, la 
realización de las actuaciones complementarias que con-
sidere precisas para la adecuada resolución del procedi-
miento.

2. Las actuaciones complementarias se llevarán a 
cabo por el instructor en el plazo de veinte días.

3. Realizadas las actuaciones complementarias se 
pondrá de manifiesto su resultado a la persona presunta-
mente responsable y demás interesados, a fin de que ale-
guen lo que consideren pertinente en el plazo de diez días.

4. El plazo máximo para resolver y notificar el proce-
dimiento sancionador quedará suspendido desde la fecha 
del acuerdo que disponga la realización de actuaciones 
complementarias hasta la de conclusión del trámite esta-
blecido en el apartado precedente.

Artículo 64. Finalización.

1. Remitida la propuesta de resolución, junto con la 
documentación que integre el expediente y practicadas, 
en su caso, las actuaciones complementarias a que se 
refiere el artículo anterior, el órgano competente dictará la 
resolución que ponga fin al procedimiento. La resolución 
habrá de ser motivada y resolverá todas las cuestiones 
planteadas en el mismo, no pudiendo aceptar hechos dis-
tintos de los determinados en la instrucción del proce-
dimiento.

2. La resolución será ejecutiva desde que adquiera 
firmeza en vía administrativa.

3. La resolución decidirá sobre las medidas provisio-
nales que hayan podido adoptarse en la instrucción y 
sobre las medidas cautelares precisas para garantizar su 
eficacia en tanto no sea ejecutiva.
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4. El plazo máximo para resolver y notificar los pro-
cedimientos sancionadores será de seis meses a contar 
desde la fecha del acuerdo de inicio, salvo que una norma 
con rango de Ley establezca otra cosa o así venga pre-
visto en la normativa comunitaria europea.

CAPÍTULO VI

De la responsabilidad patrimonial de la Administración 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja

Artículo 65. Principios generales.

1. La responsabilidad patrimonial de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de La Rioja por los 
daños ocasionados a los particulares y entidades en cual-
quiera de sus bienes y derechos como consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal de los servicios públi-
cos, se regirá por la legislación básica del Estado en la 
materia y por las disposiciones de desarrollo que la 
Comunidad Autónoma dicte en el ejercicio de sus propias 
competencias.

2. La competencia para resolver los procedimientos 
de responsabilidad patrimonial corresponderá al titular 
de la Consejería a cuya actividad se le impute el daño 
hasta el límite establecido para la contratación y al Con-
sejo de Gobierno cuando excedan de esa cantidad o 
cuando una Ley expresamente lo prevea.

3. En el caso de los organismos públicos dependien-
tes de la Comunidad Autónoma de La Rioja, serán órga-
nos competentes para resolver los procedimientos, los 
que determine su Ley de creación. En su defecto, será 
competente el titular de la Consejería a la que estuvieren 
adscritos.

4. Los procedimientos de responsabilidad patrimo-
nial de la Comunidad Autónoma de La Rioja se tramitarán 
de acuerdo con la normativa básica estatal en la materia, 
sin perjuicio de las especialidades derivadas de la propia 
organización.

5. El órgano competente para resolver podrá decla-
rar motivadamente la inadmisión de las reclamaciones 
formuladas por los interesados, sin necesidad de instruc-
ción, cuando la competencia material para su resolución 
competa a otra Administración Pública, debiendo indicar 
en el acuerdo de inadmisión cuál es la Administración a la 
que ha de dirigir su reclamación.

TÍTULO IV

De la asistencia jurídica

CAPÍTULO I

Del servicio jurídico

Artículo 66. Principios generales.

1. La asistencia jurídica a la Administración General 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja y sus organismos 
públicos, consistente en el asesoramiento en derecho y la 
representación y defensa en juicio de sus intereses ante 
cualquier órgano y jurisdicción, corresponde a los Servi-
cios Jurídicos de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

2. Para que los Servicios Jurídicos de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja asuman la asistencia jurídica de las 
sociedades mercantiles, fundaciones, consorcios y otros 
entes integrantes de su sector público deberá suscribirse 
el oportuno convenio en el que se determinará, en su 
caso, la compensación económica que haya de abonarse 
a la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma.

Artículo 67. Dirección y organización.

1. El ejercicio de las funciones de asistencia jurídica 
se efectuará, con carácter exclusivo, a través de los Letra-
dos adscritos a la Dirección General de los Servicios Jurí-
dicos del Gobierno de La Rioja, a quien corresponde la 
dirección y coordinación de dicha asistencia jurídica.

2. Reglamentariamente se regulará la organización, 
funcionamiento y sistema de coordinación de la Dirección 
General de los Servicios Jurídicos del Gobierno de La 
Rioja.

CAPÍTULO II

Del régimen de actuación

Artículo 68. Funciones consultivas.

1. Corresponde a los Servicios Jurídicos de la Comu-
nidad Autónoma de La Rioja, a través de los Letrados 
adscritos a la Dirección General, asesorar en derecho al 
Gobierno de La Rioja, a su Presidente, a la Administración 
General de la Comunidad Autónoma, a sus organismos 
públicos y, en su caso, a los demás entes integrantes de 
su sector público.

2. La función consultiva se ejercerá a través de 
informes o dictámenes no vinculantes, salvo los casos en 
que la norma aplicable les atribuya otro carácter, con 
sujeción a los principios de constancia oficial y legalidad, 
excluyéndose de tal función cualquier valoración de 
oportunidad no fundada en criterios jurídicos. Los infor-
mes o dictámenes emitidos pasarán a formar parte del 
expediente.

3. El Gobierno de La Rioja, su Presidente, los Conse-
jeros, Viceconsejeros, Secretarios Generales Técnicos, 
Directores Generales y Subdirectores Generales, así 
como los titulares de los órganos de gobierno de los orga-
nismos públicos y, en su caso, de los demás entes inte-
grantes del Sector Público, podrán solicitar asesoramiento 
de los Servicios Jurídicos sobre cualquier cuestión jurí-
dica relacionada con asuntos de su competencia, preci-
sando el extremo o extremos objeto de consulta.

Artículo 69. Funciones contenciosas.

1. Corresponde a los Servicios Jurídicos de la Comu-
nidad Autónoma de La Rioja, a través de los Letrados ads-
critos a la Dirección General, la representación y defensa 
en juicio de la Administración General de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, de sus organismos públicos y, en su 
caso, de los demás entes integrantes de su sector público, 
ante los Tribunales y Juzgados nacionales, de cualquier 
orden, grado y jurisdicción; ante el Tribunal Constitucional 
y Tribunal de Cuentas, conforme a lo establecido en sus 
disposiciones reguladoras; y ante los órganos jurisdiccio-
nales en el ámbito de la Unión Europea o de cualquier otra 
jurisdicción extranjera.

2. Los Servicios Jurídicos de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja podrán intervenir también en los proce-
dimientos arbitrales, previa autorización del Consejo de 
Gobierno.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 66, el 
Consejo de Gobierno, en supuestos excepcionales y moti-
vadamente, podrá encomendar la defensa legal a aboga-
dos ajenos a la Dirección General de los Servicios Jurídi-
cos, correspondiendo a esta última realizar el seguimiento 
de los asuntos encomendados.

4. La representación de la Administración General 
de la Comunidad Autónoma y de sus organismos públi-
cos, podrá corresponder, asimismo, a procuradores de 
los Tribunales especialmente designados al efecto.
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5. Las autoridades, funcionarios y demás perso-
nal al servicio de la Administración General de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, de sus organismos 
públicos, y en su caso, de los demás entes integrantes 
del sector público, contra los que se inicie un procedi-
miento judicial en razón de actos u omisiones realiza-
dos en el ejercicio de sus cargos, siempre que se 
hayan sujetado a las disposiciones legales vigentes o 
hayan actuado en cumplimiento de orden de la autori-
dad competente y no exista colisión de intereses con 
la Administración autonómica, podrán ser representa-
dos y defendidos por un Letrado de la Dirección Gene-
ral de los Servicios Jurídicos, aunque aquellos hubie-
ran cesado en sus funciones al tiempo de iniciarse la 
tramitación del proceso respectivo.

Artículo 70. Ejercicio de acciones.

1. El ejercicio de acciones en vía jurisdiccional en 
nombre de la Administración General de la Comunidad 
Autónoma habrá de ser autorizado por el Consejo de 
Gobierno. En caso de urgencia o necesidad, el Consejero 
competente por razón de la materia o el que tenga atribui-
das las competencias en materia de asistencia jurídica, 
podrá autorizar provisionalmente el ejercicio de acciones, 
dando cuenta inmediatamente al Consejo de Gobierno, 
para su ratificación si procede.

2. Los allanamientos a las pretensiones de contra-
rio, las transacciones sobre cuestiones litigiosas y los 
desistimientos de acciones iniciadas o de recursos 
interpuestos requerirán autorización del Consejo de 
Gobierno.

3. En los organismos públicos las autorizaciones 
señaladas se otorgarán por su máximo órgano rector.

Artículo 71. Especialidades procesales.

1. La Comunidad Autónoma de La Rioja, cuando 
actúe en juicio a través de sus Letrados, lo hará con las 
mismas especialidades procesales que el Estado, de 
acuerdo con lo previsto en el Estatuto de Autonomía y en 
la legislación básica.

2. Las notificaciones, citaciones, emplazamientos y 
demás actos de comunicación procesal, así como la exen-
ción de depósitos y cauciones, tasación de costas, sus-
pensión del curso de los autos y fuero territorial de los 
entes públicos se regirán por lo dispuesto en la legisla-
ción básica del Estado.

3. En particular, los actos de comunicación proce-
sal se practicarán directamente en la sede oficial de los 
Servicios Jurídicos de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja, en el domicilio y población que a estos efectos se 
señalen.

Artículo 72. Letrados de la Dirección General de los Ser-
vicios Jurídicos.

1. Los Letrados adscritos a la Dirección General de 
los Servicios Jurídicos actuarán en el ejercicio de sus 
funciones de acuerdo con los principios de legalidad, 
diligencia, profesionalidad, imparcialidad y defensa de 
los derechos e intereses de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja.

2. Los Letrados, por el hecho de su nombramiento y 
toma de posesión en el destino, quedan habilitados para 
el ejercicio de todas las funciones y para el desempeño de 
todos los servicios propios de su cargo.

3. Todos los Letrados estarán sometidos en su actua-
ción a la dirección y coordinación del Director General de 
los Servicios Jurídicos, que a tal efecto podrá dictar las 
instrucciones oportunas.

Artículo 73. Deber de colaboración.

Los órganos, autoridades, funcionarios y demás per-
sonal al servicio de la Administración autonómica presta-
rán la colaboración necesaria a la Dirección General de 
los Servicios Jurídicos para el mejor ejercicio de sus fun-
ciones de asistencia jurídica.

TÍTULO V

De la contratación administrativa

Artículo 74. Régimen.

Los contratos que celebre la Comunidad Autónoma se 
regirán por la legislación básica del Estado y por la nor-
mativa autonómica propia sobre la materia.

Artículo 75. Órganos de contratación.

1. Los Consejeros son los órganos de contratación 
de la Administración General de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja, sin perjuicio de las facultades que en esta 
materia tiene atribuidas el Consejo de Gobierno, y firma-
rán los contratos administrativos en nombre de ésta.

2. La Ley de creación de los organismos públicos 
determinará los órganos de contratación de sus respecti-
vos entes. La normativa vigente en materia de Hacienda 
Pública en el ámbito de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja podrá determinar los supuestos en los cuales será 
necesaria autorización previa del Consejo de Gobierno, o 
del titular de la Consejería a la que estén adscritos para la 
celebración de contratos.

3. Sin perjuicio de lo anterior podrán constituirse 
Juntas de Contratación en las Consejerías y en los orga-
nismos públicos, que actuarán como órganos de contra-
tación, con los límites que establezca el titular de la Con-
sejería o el órgano designado por la Ley de creación del 
correspondiente organismo público para los contratos 
que reglamentariamente se determinen.

Artículo 76. Autorización del Consejo de Gobierno.

1. Será necesaria la autorización del Consejo de 
Gobierno en aquellos casos en que por su cuantía, carác-
ter plurianual u otras circunstancias, así lo determinen las 
Leyes de Presupuestos u otras normas aplicables.

2. En los contratos que, de acuerdo con lo previsto 
en el apartado anterior, requieran la autorización del Con-
sejo de Gobierno, ésta se producirá con carácter previo a 
la aprobación del expediente de contratación que, al igual 
que la aprobación del gasto, corresponderá al órgano de 
contratación.

3. El Consejo de Gobierno podrá reclamar discrecio-
nalmente el conocimiento y autorización de cualquier 
otro contrato. Igualmente, el órgano de contratación 
podrá elevar un contrato no comprendido en los supues-
tos precedentes a la consideración del Consejo de 
Gobierno.

4. Cuando el Consejo de Gobierno autorice la cele-
bración del contrato deberá autorizar igualmente su 
modificación y resolución, así como su prórroga, salvo 
que esta última no suponga incremento de gasto.

Artículo 77. Garantías.

La prestación de garantías por los licitadores y adjudi-
catarios de los contratos se realizará en las formas previs-
tas en la legislación de contratos de las Administraciones 
Públicas, y se constituirán en la Tesorería de la Comuni-



BOE núm. 147 Martes 21 junio 2005 21569

dad Autónoma de La Rioja, que actuará como caja gene-
ral de depósitos y garantías a estos efectos, y a disposi-
ción de ésta.

Artículo 78. Registro público de contratos y contratis-
tas.

La Consejería competente en materia de Hacienda 
llevará un registro público de los contratos que celebre la 
Administración General de la Comunidad Autónoma y 
sus organismos públicos.

La misma Consejería llevará un registro de contratis-
tas que estará integrado por una sección denominada del 
registro de licitadores y otra sección denominada registro 
de empresas clasificadas.

Artículo 79. Prerrogativas de la Administración.

1. Corresponde al órgano de contratación dentro de 
los límites y con sujeción a los requisitos y efectos seña-
lados en la legislación básica sobre contratación admi-
nistrativa, la prerrogativa de interpretar los contratos 
administrativos, resolver las dudas que ofrezca su cum-
plimiento, modificarlos por razones de interés público, 
acordar su resolución y determinar los efectos de ésta.

2. En el correspondiente expediente se dará audien-
cia al contratista.

3. Los acuerdos correspondientes pondrán fin a la 
vía administrativa y serán inmediatamente ejecutivos.

4. Los acuerdos a que se refieren los apartados ante-
riores deberán ser adoptados previo informe de la Direc-
ción General de los Servicios Jurídicos.

Artículo 80. Mesa de Contratación.

1. Existirá una Mesa de Contratación común para la 
Administración General de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja, que ejercerá las funciones que le encomiende la 
legislación vigente en todas aquellas Consejerías en las 
que no se cree una Mesa de Contratación propia. Estará 
integrada por el Secretario General Técnico de la Conseje-
ría competente en materia de Hacienda que actuará como 
Presidente, o Jefe de Servicio en quien delegue; un 
Letrado adscrito a la Dirección General de los Servicios 
Jurídicos, que podrá ser sustituido en los supuestos y por 
los funcionarios que reglamentariamente se determinen; 
un Interventor que podrá ser sustituido por un funciona-
rio de la Intervención General designado por su titular; un 
representante del órgano de contratación y un funciona-
rio del Servicio de Contratación designado por el Presi-
dente de la Mesa de Contratación que actuará como 
Secretario.

2. Los organismos públicos se sujetarán a lo estable-
cido en su legislación específica.

Disposición adicional primera. Reclamaciones por 
daños y perjuicios derivados de asistencia sanitaria 
prestada por las entidades previstas en el artículo 3 
del Real Decreto 29/2000, de 14 de enero, sobre nue-
vas formas de gestión del INSALUD.

La iniciación, instrucción y resolución de los procedi-
mientos relativos a las reclamaciones previstas en el 
artículo 35 del Real Decreto 29/2000, de 14 de enero, 
sobre nuevas formas de gestión del INSALUD, corres-
ponderá a la Consejería competente en materia de Salud, 
cuando tengan por objeto el resarcimiento de los daños y 
perjuicios causados por o con ocasión de la asistencia 
sanitaria prestada en el ámbito de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja a través de las entidades recogidas en 
el artículo 3 de dicho Real Decreto que actúen bajo su 
tutela y control.

Disposición adicional segunda. Modificación de la 
Ley 3/2001, de 31 de mayo, del Consejo Consultivo de 
La Rioja.

1. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 3, 
con el siguiente contenido:

«2. Los miembros del Consejo serán nombra-
dos por un período de cinco años, pudiendo ser 
reelegidos hasta un máximo de tres períodos, y se 
renovarán a razón de uno por año.»

2. Se suprime el apartado 3 del artículo 3 de la 
Ley 3/2001, de 31 de mayo, del Consejo Consultivo de La 
Rioja.

3. Se da la nueva redacción siguiente al artículo 11.g) 
de la Ley 3/2001, de 31 de mayo, del Consejo Consultivo 
de La Rioja:

«g) Reclamaciones de cuantía indeterminada o 
superiores a 600 euros que, en concepto de daños y 
perjuicios, se formulen ante la Administración 
Pública.»

4. Se sustituye el actual apartado d) del artículo 12, 
que pasará a ser el e), por el siguiente:

«Artículo 12.
d) Reclamaciones inferiores a 600 euros que, 

en concepto de daños y perjuicios, se formulen ante 
la Administración Pública, cuando el órgano que 
haya de resolver considere conveniente conocer la 
doctrina del Consejo.»

5. Se sustituye el contenido de la Disposición Transi-
toria. Única de la Ley 3/2001, de 31 de mayo del Consejo 
Consultivo de La Rioja por el siguiente:

«Disposición transitoria única.
Con objeto de posibilitar la aplicación a los 

actuales miembros del Consejo Consultivo de lo 
dispuesto en el artículo 3.2 de esta Ley, se observa-
rán las siguientes reglas:

1.ª Los actuales miembros del Consejo Con-
sultivo continuarán en sus cargos hasta la finaliza-
ción del mandato de cinco años a que se refiere al 
artículo 3.2 de esta Ley.

2.ª Su renovación se realizará a razón de uno 
por año a medida que vayan cumpliéndose los cinco 
desde su respectiva toma de posesión.

3.ª El año en que procediera renovar a más de 
un Consejero, se renovará sólo al de mayor edad; el 
año siguiente, al de menor edad de ambos; y, en los 
años sucesivos, a los restantes Consejeros, a razón 
de uno por año, comenzando siempre por el de 
fecha de nombramiento más antigua.

4.ª Una vez concluido este período transitorio, 
proseguirán las renovaciones anuales al artículo 3.2 
de la presente Ley.»

Disposición adicional tercera. Modificación de la 
Ley 3/1990, de 29 de junio, de la Función Pública de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.

Se da la siguiente nueva redacción al apartado 3 de la 
disposición adicional sexta de la Ley 3/1990, de 29 de 
junio, de la Función Pública de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja:

«3. En el Cuerpo Facultativo Superior de Admi-
nistración Especial se crea la Escala de Letrados de 
la Comunidad Autónoma de La Rioja.

Esta Escala tiene por competencia la prestación 
de cualesquiera servicios de asistencia jurídica pro-
pios de la profesión de abogado y de procurador de 
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los tribunales, y especialmente los de asesoramiento 
en Derecho, representación y defensa en juicio de la 
Administración General de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja y de sus Organismos Públicos, así como, 
en su caso, de los demás entes integrantes del Sec-
tor Publico de la Comunidad Autónoma, en los térmi-
nos establecidos en las Leyes vigentes.

Se integran en esta Escala los funcionarios titu-
lares de la Escala de Asesores Jurídicos del Cuerpo 
Facultativo Superior de Administración Especial.

También se integrarán, cuando fueran transferi-
dos, los funcionarios titulares de los siguientes 
Cuerpos:

Cuerpo de Abogados del Estado.
Cuerpo Superior de Letrados de la Administra-

ción de la Seguridad Social.»

Disposición adicional cuarta. Modificación de la 
Ley 3/2003, de 3 de marzo, de organización del Sector 
Público de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

1. Se da la siguiente nueva redacción al apartado 2 
del artículo 39 de la Ley 3/2003, de 3 de marzo, de organi-
zación del Sector Público de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja:

«2. Las reclamaciones previas al ejercicio de 
acciones fundadas en Derecho privado o laboral 
serán resueltas por el máximo órgano rector del 
Organismo autónomo.»

2. Se da la siguiente nueva redacción al apartado 2 
del artículo 47 de la Ley 3/2003, de 3 de marzo, de organi-
zación del Sector Público de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja:

«2. Las reclamaciones previas al ejercicio de 
acciones fundadas en Derecho privado o laboral 
serán resueltas por el máximo órgano rector de la 
entidad pública empresarial.»

Disposición adicional quinta. Boletín Oficial de La Rioja.

El Boletín Oficial de La Rioja será el medio oficial de 
publicación de las disposiciones generales y actos admi-
nistrativos de la Comunidad Autónoma de La Rioja así 
como de los que proceda publicar en el ámbito de La 
Rioja. Corresponde al Consejo de Gobierno regular su 
funcionamiento.

Disposición adicional sexta. Declaración de utilidad 
pública.

1. En los proyectos de obras de infraestructura, de 
instalaciones deportivas, educativas, socioculturales, 
telecomunicaciones, sanitarias, sociosanitarias y centros 
de internamiento de reforma, aprobados o que se aprue-
ben, financiados con cargo a los créditos de inversión, se 
entenderá implícita la declaración de utilidad pública de 
los bienes y adquisición de derechos correspondientes, a 
fines de expropiación, de ocupación temporal o de impo-
sición de servidumbres.

2. La declaración de utilidad pública hará referencia, 
asimismo, a los bienes y derechos comprendidos en el 
replanteo del proyecto y en las modificaciones de obras 
que pudieran aprobarse posteriormente.

3. A los efectos indicados en los números anteriores, 
los proyectos de obras y sus modificaciones deberán 
comprender la definición del trazado de las mismas y la 
determinación de los terrenos, construcciones y otros 
bienes o derechos que se estime preciso ocupar o adquirir 
para la realización de los mismos.

Disposición adicional séptima. Procedimientos adminis-
trativos en materia tributaria.

1. Los procedimientos tributarios y la aplicación de 
los tributos se regirán por la Ley General Tributaria, por 
las Leyes propias de los tributos y las demás normas dic-
tadas en su desarrollo y aplicación. En defecto de norma 
tributaria aplicable, regirán supletoriamente las disposi-
ciones de la presente Ley.

En todo caso, en los procedimientos tributarios, los 
plazos máximos para dictar resoluciones, los efectos de 
su incumplimiento, así como, en su caso, los efectos de la 
falta de resolución serán los previstos en la normativa 
tributaria.

2. La revisión de actos en vía administrativa en 
materia tributaria se ajustará a lo dispuesto en los artícu-
los 213 y siguientes de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria y disposiciones dictadas en desarrollo 
y aplicación de la misma.

Disposición adicional octava. Requerimientos previos a 
la vía judicial contencioso-administrativa.

Corresponde a los titulares de las Consejerías resolver 
los requerimientos fundamentados en el artículo 44 de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa.

Disposición adicional novena. Órgano consultivo en 
materia de contratación administrativa.

La Consejería competente en materia de Hacienda 
creará un órgano consultivo específico en materia de con-
tratación administrativa, que, además de las funciones 
consultivas, ejercerá las que le atribuya la legislación de 
contratos de las Administraciones Públicas. Hasta su 
constitución seguirá subsistente la Comisión Delegada 
del Gobierno de Adquisiciones e Inversiones.

Disposición adicional décima. Reclamaciones econó-
mico-administrativas.

Las reclamaciones económico-administrativas contra 
actos de gestión, liquidación, recaudación e inspección de 
los tributos propios de la Comunidad Autónoma y de 
otros ingresos de Derecho público de la misma, así como 
los de reconocimiento o liquidación de obligaciones y 
cuestiones relacionadas con operaciones de pago con 
cargo a la Tesorería de la Comunidad Autónoma se pre-
sentarán ante el Tribunal Económico-Administrativo de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, de acuerdo con su 
legislación específica.

Disposición transitoria única. Procedimientos iniciados 
antes de la entrada en vigor de esta Ley.

1. Los procedimientos de elaboración de disposicio-
nes de carácter general iniciados con anterioridad a la 
entrada en vigor de la presente Ley se tramitarán, hasta 
su conclusión, de acuerdo con la normativa anterior.

2. Los procedimientos sancionadores iniciados con 
anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley se 
tramitarán hasta su resolución de acuerdo con la norma-
tiva anterior.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo establecido en la presente 
Ley y, en particular:
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La Ley 3/1995, de 8 de marzo, de Régimen Jurídico del 
Gobierno y de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, salvo los Capítulos I y III de su 
Título VIII.

Las disposiciones adicionales primera y segunda de la 
Ley 3/2003, de 3 de marzo, de organización del Sector 
Público de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario.

Se habilita al Gobierno de La Rioja para dictar cuantas 
disposiciones reglamentarias sean precisas para el desa-
rrollo y aplicación de esta Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de 
su publicación en el Boletín Oficial de La Rioja.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos cumplan y 
cooperen al cumplimiento de la presente Ley y a los Tribu-
nales y Autoridades la hagan cumplir.

Logroño, 1 de junio de 2005.

PEDRO SANZ ALONSO,

Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de La Rioja» número 76, de 7 de junio 
de 2005) 

 10459 LEY 5/2005, de 1 de junio, de los sistemas de 
protección de la calidad agroalimentaria.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA RIOJA

Sepan todos los ciudadanos que el Parlamento de La 
Rioja ha aprobado, y yo, en nombre de su Majestad el Rey 
y de acuerdo con el que establece la Constitución y el 
Estatuto de Autonomía, promulgo la siguiente Ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Constitución Española en su artículo 130.1 enco-
mienda a los poderes públicos la atención a la moderniza-
ción y desarrollo de todos los sectores económicos y, en 
particular, de la agricultura, de la ganadería, de la pesca y 
de la artesanía.

El Estatuto de Autonomía de La Rioja, aprobado por 
Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio, en su nueva redacción 
dada por Ley Orgánica 2/1999, de 7 de enero, atribuye en 
su artículo octavo. Uno.19 a esta Comunidad Autónoma 
las competencias exclusivas en agricultura, ganadería e 
industrias agroalimentarias de acuerdo con la ordenación 
general de la economía y en el artículo octavo. Uno.20 las 
competencias exclusivas en materia de Denominaciones 
de Origen y sus consejos reguladores, en colaboración 
con el Estado. Asimismo, el apartado 2 del artículo octavo 
del Estatuto, establece que en el ejercicio de estas compe-
tencias corresponderá a la Comunidad Autónoma de La 
Rioja la potestad legislativa, la potestad reglamentaria y 
la función ejecutiva, que serán ejercidas respetando, en 
todo caso, lo dispuesto en la Constitución.

El ingreso del Reino de España en la Comunidad Eco-
nómica Europea y las posteriores normativas que han ido 
promulgándose desde Europa en relación a la protección 
de productos agrarios y alimentarios, han hecho evolucio-
nar el concepto de Denominaciones de Origen citado en 
el Estatuto de Autonomía hacia otras figuras, como las 
Denominaciones de Origen Protegidas (D.O.P.), Indicacio-

nes Geográficas Protegidas (I.G.P.) o las Especialidades 
Tradicionales Garantizadas (E.T.G.), basadas en los Regla-
mentos Europeos 2.081/92 y 2.082/92, que establecen la 
necesidad para su creación de una solicitud realizada por 
una agrupación, así como un órgano que controle y certi-
fique la adecuación al Pliego de Condiciones o al Regla-
mento de funcionamiento correspondientes.

Por otra parte, reconociendo el buen resultado obte-
nido por los Consejos Reguladores creados al amparo de 
la Ley 25/1970, debe asumirse a su vez que en su condi-
ción de órganos desconcentrados de la Administración 
les otorga un carácter administrativo que no parece ya 
adecuado vista la evolución de aquéllos en los últimos 
años. En este mismo criterio incide la Ley 24/2003, de 10 
de julio, de la Viña y el Vino cuando introduce la novedad 
legislativa de los órganos de gestión privados, otorgán-
doles facultades y supervisando su funcionamiento como 
directores de determinadas figuras de calidad agroali-
mentaria.

Sobre esta base normativa y teniendo en cuenta la 
situación actual de desarrollo y crecimiento de distintas 
marcas de calidad agroalimentaria en esta Comunidad 
Autónoma, se hace necesaria la promulgación de la pri-
mera Ley por la que se regulan los sistemas de protección 
de la calidad agroalimentaria en La Rioja, que ajustán-
dose a las especificidades propias de esta Comunidad 
Autónoma y de sus figuras de calidad, permita el creci-
miento y desarrollo de aquellas existentes y el nacimiento 
de otras futuras dentro de un marco jurídico adecuado 
para conseguir estos fines.

En este sentido, es bien conocida la importancia del 
sector agroalimentario riojano, y su íntima relación con el 
sector agrario, factores ambos de vital importancia no 
sólo en la economía riojana, sino también en la articula-
ción de su medio rural, ya que las políticas de promoción 
de calidad de productos agroalimentarios constituyen 
una alternativa al desarrollo de ese medio rural.

Por otro lado, se viene experimentando en los últimos 
años, un cambio de orientación en las producciones agra-
rias y agroalimentarias de los países y comunidades autó-
nomas de nuestro entorno, dirigiéndose hacia la diferen-
ciación de producciones y productos mediante estrategias 
de calidad y nuevos sistemas de producción agraria com-
patibles con el medio ambiente.

Esta nueva orientación se basa en tres pilares funda-
mentales, el mantenimiento o incremento de las rentas 
del sector agrario, la diferenciación basada en la calidad, 
ligada o no al origen geográfico y la satisfacción de los 
consumidores, que tienden a otorgar mayor importancia 
a la calidad que a la cantidad en la alimentación y se sien-
ten más atraídos por todos los aspectos relacionados con 
la calidad y seguridad agroalimentarias.

Estas circunstancias han sido bien entendidas por la 
Consejería de Agricultura y Desarrollo Económico del 
Gobierno de La Rioja, que en los últimos años ha fomen-
tado y desarrollado distintas figuras de calidad agroali-
mentaria, tales como «RC», «Agricultura Ecológica», y 
«Producción Integrada de La Rioja» y desea seguir fomen-
tando la creación de nuevas figuras en base a los Regla-
mentos (CE) 2.081/92 y 2.082/92, y a la nueva legislación 
del Estado en materia vitivinícola.

La principal característica de todas estas figuras es el 
autocontrol por parte de los operadores y un control y en 
algunos casos certificación externos, basados en el cum-
plimiento de una norma técnica, reglamento o pliego de 
condiciones.

La presente Ley ordena y regula el funcionamiento en 
la Comunidad Autónoma de La Rioja de los sistemas de 
protección de la calidad agroalimentaria desarrollados al 
amparo de los Reglamentos Europeos 2092/91 (agricultura 
ecológica), 2081/92 (protección de productos agrícolas y 
alimenticios ligados a un origen geográfico) y 2082/92 (pro-
tección de productos agrícolas y alimenticios no ligados a 


